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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio Nº  14475
04 de diciembre de 2007

DAGJ-1560-2007

Licenciado

Mario A. Sánchez G., MAI

Auditor Interno

RADIOGRÁFICA COSTARRICENSE SOCIEDAD ANÓNIMA (RACSA)
Estimado señor:

Asunto:   Solicitud de criterio sobre la procedencia de incorporar en el artículo 41 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de RACSA, la participación del Auditor Interno en las sesiones de Junta Directiva.
Nos referimos a sus oficios Nos. 30.AUD.402.2007 y 30.AUD.474.2007 de fechas 02 de octubre y 08 de noviembre, ambos del 2007, recibidos en esta Contraloría General el 4 de octubre y el 13 de noviembre respectivamente, mediante los cuales solicita el criterio de este órgano contralor sobre la procedencia de incorporar en el artículo 41 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de Radiográfica Costarricense Sociedad Anónima -en adelante RACSA- la participación del Auditor Interno en las sesiones de Junta Directiva.

Indica que es de suma importancia para el fortalecimiento del sistema de control interno de RACSA, la participación del auditor interno en las sesiones de Junta Directiva, dadas las circunstancias de cambio constante y de nuevas condiciones de apertura que se avecinan y que provocarán transformaciones en las políticas, la organización y el accionar de la empresa.  Basado en lo anterior, señala que las disposiciones que se tomen en Junta Directiva deben ser conocidas por el auditor en forma inmediata y de esa manera incorporar las medidas necesarias para el Plan Estratégico y en los Planes Anuales de la Auditoría.

En virtud de lo anterior, somete a nuestra consideración el artículo 41 propuesto para el Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Auditoría Interna de RACSA, el cual nos permitimos transcribir textualmente, a continuación:

 “Artículo 41º.  Asistencia a sesiones de Junta Directiva.  El Auditor Interno participará en las sesiones de Junta Directiva de RACSA cuando lo considere pertinente, con el fin de mantenerse informado sobre el avance en el logro de los objetivos de la Empresa, ejercer su función de asesor en materia de su competencia y advertir, si conoce ,de las consecuencias de determinadas conductas.  La 
asistencia del Auditor Interno en las reuniones de Junta Directiva no es obligatoria; tendrá derecho a voz pero no a voto y de ninguna forma, comprometerá su independencia y objetividad en le (sic) el desarrollo posterior de sus competencias.  La presencia o el silencio del Auditor en las sesiones de Junta Directiva, no relevan a dicho órgano de la responsabilidad de respetar el ordenamiento jurídico, la técnica y las buenas prácticas en la protección del interés empresarial.”

CRITERIO DEL DESPACHO

Como asunto de primer orden, hacemos de su conocimiento que en reiteradas ocasiones, esta Contraloría General ha emitido una serie de pronunciamientos relacionados con la participación del auditor interno en las sesiones o reuniones del jerarca, los cuales se han ido ajustando conforme el marco normativo del momento.   
En cuanto a este tema, este órgano contralor dispuso lo pertinente en el punto 1.2 del  oficio No. 7967 (PI/ES-309)  del 4 de julio de 1996.  Posteriormente, el oficio No. 10939 (DI-CR-425)  del 02 de octubre de 2003 retomó lo enunciado, en los siguientes términos:
a) “La asistencia del Auditor Interno a las sesiones del órgano colegiado, es un deber de ese funcionario cuando sea convocado para asesorar en materia de su competencia al jerarca del cual depende, de conformidad con la doctrina que sustenta lo dispuesto en el artículo 22, inciso d), de la Ley General de Control Interno. Dicha participación tiene como objetivo que el Auditor, en ese papel esencial de asesor, aporte elementos de juicio adicionales que coadyuven a la adecuada toma de decisiones por parte de ese órgano colegiado.
b) El Auditor Interno debe asistir a las sesiones del órgano colegiado cuando lo estime apropiado para el cabal cumplimiento de sus funciones.

c) La actuación del Auditor en las sesiones del órgano colegiado se debe limitar estrictamente a lo de su competencia, otorgándosele derecho a voz pero no a voto, lo cual es acorde con la doctrina y la técnica, por cuanto tratándose de un asesor del máximo jerarca, su labor no debe ir más allá de una asesoría en su campo, en garantía de la independencia que debe caracterizar el ejercicio de su función.
d) Es necesario que conste en las actas respectivas la opinión que emita el Auditor sobre los asuntos de su competencia que se discutan. Así también, se requiere 
e) que en los casos en que a criterio de este funcionario y por la complejidad del asunto en discusión, necesite recabar mayores elementos de juicio de previo a opinar, el jerarca posibilite que posponga su opinión para una sesión posterior.”
Por otro lado, en cuanto a la regularidad de la asistencia del auditor a las sesiones del jerarca u órgano colegiado conviene citar en lo conducente, lo señalado por esta Contraloría General en el  supracitado oficio Nº 10939 en el que se señaló que:

 “La asistencia regular del auditor interno a las sesiones del órgano colegiado no debe ser la regla -excepto que así se disponga legalmente-, pero quedará a juicio del auditor coordinar lo que corresponda para asistir si así lo requieren los asuntos que tenga en estudio; ello es su facultad, pero debe considerar las eventuales consecuencias en su independencia y objetividad de proceder de esa manera, así como estar alerta de advertir oportunamente sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones, ya que probablemente será de su conocimiento mientras permanezca en las sesiones.  Sobre este extremo, se reitera que ni la presencia ni el silencio del auditor en las sesiones releva al jerarca de la responsabilidad de respetar el ordenamiento jurídico en lo que acuerde, y que no obstante el silencio, ello no impide que el auditor interno emita su opinión posteriormente de manera oportuna, sea de forma verbal en otra sesión, o por escrito”.

Así las cosas, tenemos que en el oficio No.10939-2003, se concluyó que la asistencia del Auditor Interno a las sesiones que realice el órgano colegiado es de carácter obligatorio cuando sea  convocado con el fin de servir como asesor, de conformidad con lo contemplado en el artículo 22, inciso d) de la  Ley General de Control Interno, No. 8292 del 31 de julio de 2002, publicada en La Gaceta 169 del 4 de setiembre de 2002, el cual nos permitimos transcribir a continuación:
  “Artículo 22.—Competencias. Compete a la auditoría interna, primordialmente lo siguiente:

d)
Asesorar, en materia de su competencia, al jerarca del cual depende; además, advertir a los órganos pasivos que fiscaliza sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando sean de su conocimiento.”.

Como se aprecia del inciso transcrito, existe una doble obligación para el auditor interno:  la primera, asesorar al jerarca del cual depende en asuntos estrictamente de su competencia y, la segunda,  advertir a los sujetos pasivos que fiscaliza, incluyendo al jerarca, sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones que se encuentren a contrapelo del ordenamiento jurídico y técnico y siempre y cuando sean de su conocimiento.   No obstante, este Despacho es del criterio de que dichas labores de asesoría y advertencia, no deben comprometer y menoscabar la independencia y objetividad que tiene la Unidad de Auditoría Interna. 
La anterior interpretación se ve fortalecida con lo dispuesto en el oficio No 8429 (DI-CR-327) del 8 de agosto de 2003, en el cual se señaló lo siguiente:

“ii. La asesoría: se refiere a aquella mediante la cual se provee al jerarca, criterios, opiniones u observaciones que coadyuven a la toma de decisiones.  Puede brindarse en forma oral pero de preferencia debe ser escrita y se emite por el auditor a solicitud de la parte interesada, sobre asuntos estrictamente de su competencia y sin que se menoscabe o comprometa la independencia y objetividad en el desarrollo posterior de sus demás competencias. En su forma más sencilla consistiría en un criterio con el sustento jurídico y técnico pertinente, que se exprese en una sesión del órgano colegiado o reunión con el jerarca unipersonal, según corresponda, bajo el 
supuesto de que quedará consignada en actas o si es posible en un documento escrito. También, puede consistir en un trabajo de análisis que desarrolla y fundamenta dicha unidad a solicitud del jerarca.  Los resultados de este análisis se expresan por escrito y el documento correspondiente no se rige por el trámite del informe que prescribe la LGCI.

iii.  La advertencia: corresponde a una función preventiva que consiste en alertar con el debido cuidado y tono, a cualquiera de los órganos pasivos de la fiscalización, incluido el jerarca, sobre las posibles consecuencias de su proceder.  Esta labor se ejecuta sobre asuntos de su competencia y sin que se menoscabe o comprometa la independencia y objetividad en el desarrollo posterior de sus demás competencias, cuando sean de su conocimiento conductas o decisiones de la administración activa, que contravengan el ordenamiento jurídico y técnico.  En su forma más sencilla consistiría en prevenir sobre las posibles consecuencias de una decisión, hecho o situación, con el sustento jurídico y técnico pertinente, que puede expresarse en una sesión del órgano colegiado o reunión con el jerarca unipersonal, según corresponda y debe quedar consignada en actas o un documento escrito.  También, puede consistir en un trabajo de análisis que desarrolla y fundamenta la auditoría interna, como producto del conocimiento de un asunto cuyas consecuencias pueden derivar en perjuicio para la administración.  El resultado de este análisis se expresa por escrito mediante criterios que previenen (advertencias) a la administración de las consecuencias de un hecho o decisión; documento que al igual que las asesorías, no se rige por el trámite del informe que prescribe la LGCI”.

.

Por su parte, el oficio No. 4935 (DAGJ-479-07) del 14 de mayo de 2007, refiriéndose a las funciones de asesoría y advertencia, señaló que:  “Esas funciones pueden ser ejercidas de múltiples formas, entre las cuales puede estar el asistir a sesiones de Junta Directiva, lo cual puede derivarse de un mandato legal expreso, de un acuerdo general o en concreto de la propia Junta Directiva en tal sentido o incluso cuando de mutuo propio el auditor estime necesario gestionar su asistencia a una determinada sesión si así lo requiere alguna situación en específico propia de su competencia, participación en la que en todo caso el Auditor Interno  tiene derecho a voz pero no a voto, puesto que no tiene un rol de Administración Activa o decisoria.”
Por lo demás, en el ejercicio de las funciones señaladas, el Auditor Interno debe ejercer el debido cuidado para no participar en la toma de decisiones de la Administración, lo cual nos remitiría a lo que contempla el artículo 34, inciso a) de la Ley 8292, que señala que el Auditor Interno tiene prohibido realizar funciones y actuaciones de Administración Activa, salvo las necesarias para cumplir su competencia.

A propósito de las prohibiciones contenidas en el artículo 34, inciso a) -ejercer funciones de la administración activa- se expondrá, en lo que interesa, lo señalado por el dictamen No. 079 del 23 de febrero de 2005 de la Procuraduría General de la República:
“En ese sentido, debe entenderse como función administrativa el establecimiento y ejecución del sistema de control interno, comprensivo de las acciones ejecutadas por la administración activa para proporcionar seguridad en la consecución de los objetivos legales (artículo 8).  Consecución que corresponde ante todo a la administración interna.  Es a ella a quien corresponde la consecución de los fines legales, la definición de los planes, objetivos y metas del accionar administrativo, el cumplimiento de la normativa legal, así como el logro de una acción operativa eficaz y eficiente.  La administración activa verifica el cumplimiento de las acciones de control ‘en el curso de las operaciones normales integradas a tales acciones’ (artículo 17)”.

Asimismo, señala este dictamen que:

“La realización de labores de administración activa, repetimos, colocaría al auditor en un conflicto de intereses lesivo de la independencia con que debe ejercer la auditoría interna”.

Lo anterior, tiene como origen lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley General de Control Interno, también analizado por el dictamen de repetida cita y que agrega al respecto lo siguiente:

 “’Artículo 25.-

Independencia funcional y de criterio.  Los funcionarios de la auditoría interna ejercerán sus atribuciones con total independencia funcional y de criterio respecto del jerarca y de los demás órganos de la administración activa’.

Lo cual implica que el auditor debe ejercer sus funciones en forma independiente y objetiva, sin interferencias externas.  El criterio con que se ejerce la función debe responder a principios técnicos y no estar determinado por la relación con la administración activa.  Se otorga independencia como una garantía del cumplimiento de la función.  Por consiguiente, en el caso de la auditoría, la independencia funcional está relacionada con la competencia de que este órgano es titular.
Esa independencia puede verse afectada sobre todo por el ejercicio de funciones propias de la administración activa.  Es por ello que una de las prohibiciones que se impone al auditor es, precisamente, la del ejercicio de funciones administrativas, salvo las necesarias para ejercer su competencia, artículo 34, inciso a).  Ergo, el auditor no debe involucrarse en operaciones administrativas ni sustituirse a la administración en el cumplimiento de sus funciones.  No se trata sólo de participar activa o pasivamente en la toma de decisiones, en su ejecución, en los procesos directivos u operativos de la Administración.  Por el contrario, la prohibición incluye las funciones de control interno propias de la administración.”.
Ahora bien, en atención a la incorporación del artículo 41 del reglamento que dio origen a esta consulta, hemos de indicarle, como es de su conocimiento, que mediante la resolución R-CO-93-2006 de las trece horas del 17 de noviembre del 2006, y que contiene las “Directrices Generales relativas al Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Auditorías Internas del Sector Público (D-2-2006-CO-DFOE-DAGJ)”, publicadas en La Gaceta N° 236 del 8 de diciembre de 2006, que son de carácter obligatorio para todos los entes y órganos sujetos a la Ley General de Control Interno N° 8292, se dispuso en el punto 2.3.2, inciso b), párrafo cuarto, que la participación del auditor interno en las sesiones o reuniones del jerarca no debe ser en forma permanente ni debe ser la regla, dado que interferiría en las funciones propias de la Administración Activa. En ese sentido, es importante recordar que solamente mediante ley expresa puede un Auditor Interno asistir a las sesiones en forma permanente, y siempre y cuando no existan motivos que lo inhiban de asistir, como en el caso de situaciones en las cuales pueda tener un interés personal, directo o indirecto, de modo que en aras de los principios de imparcialidad, neutralidad y objetividad se exige no ser parte de las sesiones.
Así también, estimamos importante acotar que el espíritu de la norma no es restringir la independencia y objetividad del Auditor Interno, ni tampoco restringir toda la gama de competencias que le otorga la Ley General de Control Interno, al contrario, al introducirse en un nuevo instrumento una norma expresa en ese sentido, se busca garantizar con esta medida que la participación del Auditor Interno no se vea teñida de Administración Activa puesto que es una competencia de exclusiva responsabilidad del jerarca y, por otro lado, se busca que su actuación  esté enfocada hacia lo medular de los asuntos, con un uso más eficiente de su tiempo laboral.
Conclusiones
1. Conforme el numeral 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, existe un deber legal e ineludible del Auditor Interno de asesorar al jerarca cuando éste lo convoque a las sesiones del órgano colegiado -en este caso  la  Junta Directiva de RACSA- o cuando el Auditor considera necesaria su participación para un asunto particular propio de sus competencias.
2. La labor de asesoría debe limitarse estrictamente a asuntos de su competencia, con derecho a voz pero no a voto, dejando constancia de su opinión en las actas respectivas.
3. Conforme lo dispuesto en el punto 2.3.2, inciso b), párrafo cuarto, de las “Directrices Generales relativas al Reglamento de Organización y Funcionamiento de las Auditorías Internas del Sector Público (D-2-2006-CO-DFOE-DAGJ)”, esta Contraloría General considera que en relación con el artículo 41 propuesto por usted,  resulta procedente su incorporación y la redacción de su contenido, bajo el entendido de que deberá adicionarse una norma que se ajuste a lo señalado en las Directrices Generales arriba referidas, en el sentido de que la participación del Auditor Interno en las sesiones de Junta Directiva de RACSA no debe ser con carácter permanente, salvo que exista una norma legal expresa que autorice su participación en dichas sesiones.
De esta forma dejamos resulta su solicitud.
Suscriben atentamente,

Lic. Manuel Martínez Sequeira

Gerente de División

Licda. Paula Serra Brenes                              Licda. Ma. Gabriela Zúñiga Quesada

Gerente Asociada a.i.                                             Fiscalizadora Asistente
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